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Introducción 



Este libro recoge una selección de las respuestas que ofrecí a las cuestiones que se me plantearon en el Servicio de Consultas de Comvecinos (1)  y en consultorios en diversas publicaciones periódicas. Naturalmente, la selección no agota la compleja problemática que actualmente arroja la Propiedad Horizontal pero cubre un espectro en que se encuentra la más representativa de la práctica cotidiana.

En mis contestaciones he pretendido alejarme de la erudición y del tecnicismo, ofreciendo respuestas comprensibles para la generalidad y evitando presentarlas en toda su complejidad que, lejos de esclarecerlas, podría conducir a la confusión, conforme a la experiencia editorial que obtuve de mi Guía Práctica de Comunidades de Propietarios, con un resultado en el que he percibido la intensidad de la demanda pública de instrumentos que sirviesen para iluminar en términos asequibles estos caminos tantas veces oscuros.

A punto de cumplir medio siglo la Ley de Propiedad Horizontal (de 21 de julio de 1960), su régimen sigue suscitando múltiples dudas que su reforma por la Ley 8/1999 ha extendido. Se desaprovechó esa gran oportunidad de modernizar la norma, despejando las brumas que, como dije, oscurecen algunos de sus aspectos esenciales, pero también se crearon problemas donde antes no los había con resultados prácticos indeseables, como ese que viene llevándome a recomendar desde hace diez años que no se asista a las Juntas de Propietarios si en ellas pueden adoptarse acuerdos impugnables porque la ley prima la posición del ausente frente a la del comunero asistente, máxime después de la sentencia del Tribunal Supremo de 16 de diciembre de 2008  (2) . Que las cosas pueden ser de otra forma lo ha demostrado la ley catalana de 2006, proporcionando a sus destinatarios un instrumento jurídico técnicamente mucho más depurado y de una eficacia práctica muy superior.

Ese déficit normativo se ha traducido en una extensión de la problemática en la realidad cotidiana, como demuestra su protagonismo en el conjunto de la litigiosidad judicial, obligando a los jueces a suplir con sus sentencias las deficiencias del ordenamiento jurídico. Pero, a su vez, la extensa producción judicial no solamente no ha conseguido despejar todas las dudas, en el sentido que fuera, sino que frecuentemente ha ofrecido respuestas contradictorias, como puede comprobar cualquier usuario de bases de datos jurisprudenciales (entendiendo por tales las que también incluyen sentencias de las audiencias provinciales), en que se expande la incertidumbre a veces hasta la perplejidad. En esa circunstancia, el ciudadano necesita orientarse para resolver los problemas con que tan corrientemente se encuentra en las relaciones con su comunidad de vecinos.

A la atención de esa demanda responde precisamente la iniciativa que recoge este libro, que tiene dos aspiraciones principales: por una parte, la de colaborar en la medida de mis humildes posibilidades a establecer el primado de la racionalidad en una materia tan propicia para el apasionamiento; por otra parte, e íntimamente relacionada con aquélla, la de proporcionar un instrumento al servicio de la convivencia, ofreciendo fórmulas de encuentro en que la satisfacción del derecho propio no impida la percepción y el respeto del ajeno.

Siguiendo la tradición en la que me he formado -afortunado siempre por la cercanía de abogados excepcionales, y a la cabeza de ellos mi padre, de quienes he aprendido no solamente el Derecho sino a contemplarlo como ese medio para la concordia en las relaciones entre los particulares- quisiera que esta recopilación cumpliera mi propósito esencial de proporcionar una herramienta para que las personas se entiendan, para que a través de ellas encuentren los mecanismos que les permitan mejorar y pacificar su convivencia.

Me daré por satisfecho si en alguna medida lo logro.






	 (1) 

	En la web www.comvecinos.com


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Ver la consulta II-8.


	 Ver Texto 








Las bases de la propiedad horizontal 





1.  Comunidades, democracia y Constitución

• ¿Creen que puede existir inconstitucionalidad sobre la nueva Ley de Propiedad Horizontal por prohibir el voto de los comuneros a sus cargos de representación? Se ha de tener en cuenta que la Constitución advierte que todas las organizaciones, asociaciones, Comunidades, etc., deberán ser democráticas con la participación de los componentes para elegir sus órganos de gobierno sin exclusión.

Efectivamente, algunas de las novedades que ha introducido en la Ley de Propiedad Horizontal la Ley 8/1999 han suscitado algunas dudas sobre su constitucionalidad, aunque no fueron más allá. Sin embargo, esas no apuntan al carácter democrático de las Comunidades sino en cuanto pudieran ser limitativas del derecho a la tutela judicial efectiva en cuanto se limitaba en algunos casos el acceso a los Tribunales. Es, por tanto, muy razonable que usted comparta esa inquietud, y es demostrativo de su sensibilidad.


2.  Insultos vecinales. Conversión de plazas de garaje en trastero

• Soy un propietario de una vivienda situada en Pozuelo de Alarcón (Madrid). Un vecino ha cerrado parte de su garaje (unos 5 m²) para hacerse un cuarto trastero sin permiso de la Comunidad. En una discusión con este vecino le dije que era un caradura y además hace años que tiene una actitud despectiva, provocadora y maleducada hacía mi esposa y hacía mí. Por todo ello le dije que si no cesaba en su comportamiento se podía quedar sin el trastero del garaje. Este vecino me ha denunciado por insultos y amenazas, y el próximo día 12 tengo que ir al juzgado a declarar en las diligencias previas que ha abierto el juez. El diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define al caradura como una persona que comete una ilegalidad en beneficio propio. ¿Es una ilegalidad el cerramiento que él ha hecho? En el supuesto de que fuera una ilegalidad, ¿se podría deducir que, en su caso, llamarle caradura no es un insulto? Si decidiéramos privarle de ese cerramiento, ¿qué procedimiento hay que seguir? ¿Podría yo mismo denunciarle o tiene que ser la Comunidad? Hace unos dos años que hizo ese cerramiento y, por supuesto, no deseo privar a este vecino de algo que de momento no creo que ocasione ninguna molestia.

Si las plazas de garaje están definidas como tales en el título constitutivo, éste no puede alterarse convirtiéndolas en trasteros pues no lo permite la Ley de Propiedad Horizontal en la interpretación más extendida de ella que están haciendo los Tribunales. Además, al cerrarlas se dificulta la maniobrabilidad a los usuarios de las plazas colindantes, salvo que, como en ocasiones ocurre, específicamente se configuren esas plazas como cerradas. Puede denunciar esa alteración ante el Ayuntamiento, pero será más eficaz si interpone demanda ante el Juzgado, que exige la intervención de abogado, iniciativa que puede emprender usted solo actuando en beneficio de la Comunidad. Finalmente, no le recomiendo que ventilen sus diferencias en Juzgados penales, lo que ocurrirá fácilmente si califica así a sus vecinos, actitud suya que, con todos mis respetos, considero equivocada.


3.  Complejos inmobiliarios privados

• En relativamente poco tiempo voy a adquirir un piso nuevo que corresponde a una urbanización de 200 viviendas, compuesta de tres parcelas y en cada una existen varios portales solo con el garaje en común. Por otra parte, en una de las parcelas está ubicada la zona de esparcimiento y la piscina para todos. Les agradecería que me contestaran las siguientes preguntas: ¿qué tipo de régimen de funcionamiento de Comunidad establece para estos casos la ley?; ¿una Comunidad única para toda la urbanización, una Comunidad por parcela o una Comunidad por portal? En el caso de que la ley no obligue, ¿me podrían indicar qué sistema es el menos problemático para el buen funcionamiento de la Comunidad? Les agradezco su atención.

Desde la reforma del año 1999, la Ley de Propiedad Horizontal regula en su art. 24 el régimen de los que denomina complejos inmobiliarios privados, conforme al cual Comunidades como a la que usted se refiere pueden constituirse en una sola Comunidad de propietarios o en una agrupación de Comunidades de propietarios, alternativas por las que debe optar el promotor y así lo habrá hecho en el caso que me plantea, según podrá comprobar usted consultando la escritura de división horizontal o el Registro de la Propiedad. En la segunda opción de aquellas se diferencian las diversas Comunidades integradas, cada una de las cuales tiene un coeficiente sobre los elementos, viales, instalaciones y servicios que comparte con las otras, y funciona como una Comunidad normal. Además, la agrupación de Comunidades se atiene a un régimen regulado en el apartado 3 del citado artículo 24, conforme al cual su Junta de Propietarios está compuesta por los Presidentes de las diversas Comunidades agrupadas. En estas Juntas impera la especialidad de que cuando hay que adoptar acuerdos que exigen mayoría cualificada ésta deberá obtenerse previamente en cada una de las Juntas de Propietarios de las Comunidades agrupadas, cuyas competencias se limitan exclusivamente a los elementos comunes a la agrupación, sin poder interferir las facultades de los órganos de gobierno de las respectivas Comunidades agrupadas. La racionalidad de esta figura de agrupación de Comunidades hace que sea particularmente recomendable por lo que, atendiendo su última pregunta, la considero el sistema más ventajoso para una correcta organización y un adecuado funcionamiento de la Comunidad.


4.  Presunto complejo inmobiliario privado

• Una Comunidad de vecinos, formada por varias Comunidades, se reúne anualmente en asamblea para aprobar presupuestos y decidir sobre todo lo común a todas las Comunidades, pero ahora solo se reúnen los Presidentes de las Comunidades, y no reúnen a la asamblea general anual, ¿es esto correcto?

Tal como usted plantea el problema, no es correcta esa forma de gestionar las Comunidades que usted refiere, pero para poder dar una respuesta con todas las garantías sería preciso conocer los Estatutos que las rigen. ¿No se tratará de un Complejo Inmobiliario Privado, y esa reunión de Presidentes sea la que contempla el art. 24.3.a de la Ley de Propiedad Horizontal? Fuera como fuese, en todo caso tiene que celebrarse Junta de Propietarios al menos una vez al año en la que intervengan todos los vecinos.


LAS REGLAS DE LA PROPIEDAD HORIZONTAL

5.  Ley de Propiedad Horizontal vigente

• Solo indicar que la Ley de Propiedad Horizontal en vigor es de 06/04/1999 quedando derogada la anterior Ley de 1960 que tienen publicada en esta Web. El art. 21 es totalmente distinto.


No somos nosotros, sino usted, quien incurre en varios errores:

1. La Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal sigue vigente, aunque desde su promulgación haya sufrido diversas reformas.

2. La más importante de todas ellas fue la operada por la Ley 8/1999, de 6 de abril, a que usted se refiere pero, contra lo que usted dice, esta Ley no derogó la anterior, sino que se limitó a reformarla, modificando varios de sus preceptos.

3. La Ley de Propiedad Horizontal publicada en nuestra web www.comvecinos.com se encuentra, y se ha encontrado siempre, completamente actualizada conforme a las disposiciones vigentes, incluso el art. 21 al que usted se refiere, que no es coincidente con el texto que a ese precepto dio la Ley 8/1999 porque la Disposición Final 1.ª de la Ley 1/2000 (que es la Ley de Enjuiciamiento Civil) lo reformó nuevamente (junto con el apartado 2 del art. 7) a partir del 8 de enero del año 2001, la misma fecha en que también entró en vigor la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil.



6.  División Horizontal y título constitutivo

• ¿Es el mismo documento el Título Constitutivo y la Escritura de División Horizontal? ¿Y Cédula de Habitabilidad y la Licencia de Primera Ocupación?

Efectivamente, el título constitutivo es el contenido de la escritura de división horizontal, de modo que son la misma cosa. Sin embargo, son distintas cédula de habitabilidad y licencia de primera ocupación: la primera era resultado de una decisión administrativa (regulada por una Orden de los años cuarenta) que correspondía adoptar a los órganos de la administración pública competentes en materia de vivienda después de comprobar que una vivienda reunía los requisitos para ser ocupada como tal, competencia que después se transfirió a las respectivas Comunidades Autónomas y que la mayoría de ellas han suprimido. Y la licencia de primera ocupación viene regulada por el Reglamento de Disciplina Urbanística y tiene por objeto comprobar que las obras realizadas se corresponden con el proyecto al que se le concedió la licencia.


7.  Cómo obtener copia de la División Horizontal

• ¿Cómo conseguir una copia del título constitutivo de la finca (división horizontal), ya que no encuentro ningún dato en mi escritura de la propiedad?

Puede obtener una copia de la escritura de división horizontal en el protocolo del notario que la haya autorizado, cuyos datos puede encontrar, bien en la escritura de propiedad de alguno de los vecinos que compraran la vivienda directamente a la vendedora inicial, o bien en el Registro de la Propiedad. También puede pedir en éste una certificación de la inscripción de dicha escritura.


8.  Cláusulas de exoneración en los Estatutos

• Soy propietaria de un local y en la escritura de división horizontal del edificio viene que los locales están exentos de los gastos del ascensor porque no tienen acceso a él, por lo que es lógico que sus propietarios no paguemos sus gastos. Sin embargo, la Junta ha mandado cambiar la instalación porque es muy antigua y los propietarios de las viviendas pretenden que también paguemos los locales los gastos de sustitución, precisamente ahora que esos gastos son de más de treinta mil euros, diciendo que no vale esa exención de la división horizontal. ¿Tenemos que pagar, a pesar de que esa escritura nos declaró exentos de estos gastos?


La Exposición de Motivos de la Ley de Propiedad Horizontal de 1960 es un texto magnífico, de una calidad que no tiene parangón en todas las reformas posteriores de esa misma Ley. En ella el legislador fijó los principios que inspiran la norma y explicó el sentido de las soluciones que acogía. Al tratar sobre los Estatutos, explica que para su redacción la Ley admite un cierto margen al principio de autonomía de la voluntad (es decir, a lo que las partes libremente pueden poner a su conveniencia), cuyos límites vienen determinados por las normas de la Ley que son de derecho necesario, es decir, aquellas que no pueden alterarse por las partes, a diferencia de las de derecho dispositivo, que pueden modificarse si las partes lo pactan. De ese modo, los Estatutos pueden regular tantos temas no contemplados en la Ley como los que ella regula a través de normas de derecho dispositivo, pero no pueden cambiar la regulación que la Ley imponga a través de normas de derecho necesario. Como ocurre siempre, la diferencia entre unas y otras es muy clara en los supuestos extremos, pero va difuminándose en la zona central, de manera que los Tribunales han tenido que aclarar a través de sus sentencias las dudas que se suscitaban ante determinados casos.

Los Tribunales han distinguido, en lo referente a los gastos de ascensor, entre los de conservación y los de sustitución, entendiendo que los primeros estaban a disposición de la libre voluntad de las partes (es decir, que las normas que los regulaban eran de derecho dispositivo) en tanto que los denominados de sustitución estaban sustraídos de ella y, por tanto, eran inmunes a los pactos de las partes. La conclusión práctica que se deriva de ello consiste en que los Estatutos no pueden regular los gastos de sustitución de forma distinta a como lo hace la Ley, es decir, repartiéndolos estrictamente según el coeficiente de cada vivienda, local, etc., aunque vale la regulación que los Estatutos hagan de los gastos de conservación y de mantenimiento. Por lo tanto, la cláusula de exoneración de los gastos del ascensor que figura en los Estatutos de su Comunidad debe entenderse limitada a los gastos de mantenimiento o de conservación, porque los de sustitución están sujetos a la aplicación del coeficiente. Así pues, tienen razón sus vecinos cuando insisten en que los locales paguen los gastos del cambio de la instalación, digan lo que digan los Estatutos.

Es importante tener en cuenta esos principios porque es frecuente que al redactar los Estatutos el promotor del edificio incurra en abusos a la hora de ordenar el funcionamiento de la Comunidad, particularmente si, como ocurría tantas veces, él iba a quedarse con la propiedad de los locales y aspiraba a dotarlos de un régimen privilegiado que les blindara de futuros acuerdos de las Juntas. Naturalmente, nada impide que en cada momento los locales acepten pagar los gastos que tengan por conveniente, digan lo que digan los Estatutos, pero en tal caso no será así porque éstos se lo impongan.



9.  Cláusulas estatutarias de exoneración de gastos

• Un propietario de un local comercial que pertenece a nuestra Comunidad nos remitió un requerimiento notarial en el que exigía la entrega de las llaves del cuarto de contadores eléctricos (el cual se encuentra dentro del portal de acceso a las viviendas) para realizar modificaciones en la instalación eléctrica de sus locales, además de comunicarnos que no estaba obligado a abonar cuotas para el mantenimiento de la Comunidad, argumentando que en sus escrituras de propiedad se establecía dicha prerrogativa. En su día, cuando se constituyó la Comunidad no nos fue entregado por el promotor de las viviendas el denominado Título Constitutivo o Escritura de División Horizontal, lo cual realizó bastante después mediante una simple fotocopia. Examinado el mencionado documento encontramos una modificación denominada «Reglamento de los locales comerciales» que establece las mencionadas prerrogativas, las cuales fueron registradas en el Registro de la Propiedad un mes más tarde de la constitución de la Comunidad (creemos que la venta del local comercial por el promotor al propietario se realizó a «espaldas» de la Comunidad, es decir sin que ésta conociera las prerrogativas que se le estaba concediendo). Nuestra consulta consiste en solicitar su opinión al respecto, ya que quisiéramos redactar unos Estatutos de forma que podamos eliminar las prerrogativas de los locales comerciales respecto al abono de cuotas de Comunidad para el mantenimiento de la misma, así como el intento de búsqueda de una solución fuera de los Tribunales.


Para opinar solventemente a fondo precisaría conocer con detalle esa documentación. No obstante, puedo adelantarle, con lo que usted me refiere, las siguientes consideraciones:

- aunque esas reglas estatutarias se inscribiesen en el Registro un mes después de la constitución de la Comunidad, lo relevante es saber cuándo se otorgó el documento que las recoge y, si en él no intervinieron ustedes, si el promotor contaba con una autorización como esas que es frecuente que se haga firmar dentro del contrato de compraventa a los adquirentes de las viviendas;

- si se fijaron esas reglas sin contar con ustedes ni haberlas autorizado, cuando ya eran ustedes dueños de las viviendas, tales cláusulas son nulas y pueden instar su impugnación jurisdiccional. No es fácil que el promotor, a mínimo asesoramiento con que contara, haya hecho las cosas tan mal;

- aunque esas reglas se hubieran adoptado guardando las formas legales, pueden ser nulas si imponen restricciones o infringen de cualquier modo las normas de derecho imperativo de la Ley de Propiedad Horizontal, es decir, aquellas cuyo valor se impone por encima de la voluntad de las partes. Se han dictado muchas sentencias que han declarado la nulidad de cláusulas que liberaban a los locales de pagar la aportación que legalmente les correspondía, aunque habría que conocer su caso concreto para saber si esa fuera extensiva a ustedes;

- la aprobación de unos nuevos estatutos que deroguen las que usted denomina prerrogativas de los locales exige el consentimiento unánime de los comuneros y es obvio que al menos el dueño de los locales no va a prestárselo.

Como ve, el asunto guarda una nada menor complejidad cuyo tratamiento responsable exige contar con unos datos que yo no tengo, lo que me impide ir más allá de donde he llegado.



10.  Comunidad latente

• Soy propietario de una vivienda que recibí mediante herencia de mi padre, que era el único propietario de todo el edificio. A su fallecimiento los cinco hermanos hemos recibido una veinteava parte del edificio, consistente en viviendas y participaciones en locales comerciales. Algunos de mis hermanos han vendido la vivienda que les correspondió, asignándole una participación aleatoria sin utilizar un criterio de superficie. El problema surge porque en ningún momento se ha constituido Comunidad de Propietarios, y si antes los acuerdos los adoptábamos entre hermanos, ahora debemos celebrar Juntas sin que exista una Comunidad de Propietarios como tal, ni un título constitutivo. ¿En qué figura jurídica nos encontraríamos? Para redactar el título constitutivo y aprobarlo se requiere unanimidad, que probablemente no obtendríamos, y por tanto nunca podremos constituirnos como una Comunidad de Propietarios. ¿Qué podemos hacer?

El art. 2, apartado b), de la Ley de Propiedad Horizontal extiende su aplicación a «las Comunidades que reúnan los requisitos establecidos en el art. 396 del Código Civil y no hubiesen otorgado el título constitutivo de la propiedad horizontal. Estas Comunidades se regirán, en todo caso, por las disposiciones de esta ley en lo relativo al régimen jurídico de la propiedad, de sus partes privativas y elementos comunes, así como en cuanto a los derechos y obligaciones recíprocas de los comuneros». Por lo tanto, la respuesta legal es inequívoca y ustedes deben funcionar como una Comunidad de Propietarios, aun a falta del título constitutivo. Ahora bien, carecen ustedes de coeficiente, que dice usted asignaron aleatoriamente sus hermanos a las viviendas que vendieron, lo que constituye una actuación irregular, y lo ideal es que formalizasen ustedes el título constitutivo. Para solventar esos problemas el art. 401 del Código Civil contempla una solución que se acomoda a su conveniencia porque ofrece la posibilidad de que cuando diversos propietarios detenten en proindiviso la propiedad de un edificio, cualquiera de ellos puede propiciar su extinción obteniendo incluso judicialmente su división mediante la adjudicación de pisos y locales independientes con sus elementos comunes, lo que conducirá también a que el pronunciamiento judicial se extienda a los coeficientes que deben atribuirse a cada uno de aquéllos.


11.  La dictadura del título constitutivo

• Dos grupos de bungalows y un grupo de bloques agrupados en 8 portales formamos una única Comunidad, por error o por comodidad del constructor, que despreció la oportunidad de constituir una Agrupación de Comunidades. El funcionamiento de la Comunidad ha demostrado que, como nos temíamos, los propietarios de los bungalows salimos perdiendo en las decisiones principales, por lo que nos sentimos marginados y estamos siempre sin representación. ¿Cómo podríamos cambiar esto y organizarnos conforme al régimen de la agrupación de Comunidades que regula el art. 24 de la Ley de Propiedad Horizontal?


Una de las carencias más notables del régimen jurídico de la propiedad horizontal se encuentra en la dificultad de corregir situaciones de patente injusticia implícitas en el título constitutivo. Efectivamente, cuando el promotor de la edificación procede al otorgamiento de la división horizontal, salvo que sea particularmente diligente no se preocupa mucho por que ese otorgamiento (que es el instrumento formal a través del cual se materializa el título constitutivo) se elabore con el rigor y la atención precisos para que satisfaga a los futuros propietarios de las viviendas y locales sobre los que se impondrá. Si afinamos un poco más, veremos dos tipos de constituyentes, u otorgantes del título constitutivo: quien no tiene intención de pertenecer a la nueva Comunidad de Propietarios porque va a vender todo el edificio, y por tanto es fácil que se desinterese completamente de su suerte, dejando la elaboración de la división horizontal en manos de cualquier subalterno con resultados perfectamente previsibles; y, por otra parte, quien se propone mantener la propiedad de locales en el nuevo edificio y para dotarse de ventajas para el futuro incorpora al título constitutivo unos estatutos en que esos resulten favorecidos con diversos privilegios, no sólo de orden económico (conozco unos estatutos en que los promotores incluyeron entre el río de ventajas que así se blindaban la instalación en la fachada del edificio de un escudo heráldico que glorificara para la eternidad sus apellidos). Aunque naturalmente, también hay (y no en pequeño número) como en todas las profesiones, promotores diligentes que aun encontrándose en alguno de esos dos supuestos no incurren en las faltas que apuntábamos. Pues bien, en el caso de que, bien por descuido, bien deliberadamente, se elabora un título constitutivo que no satisfaga el interés mayoritario, si se ha incurrido con infracción de normas de derecho imperativo de la Ley de Propiedad Horizontal (por ejemplo, si se hubiera llegado al extremo de establecer que un local no tiene que pagar nada), podrá ser impugnado judicialmente con posibilidades ciertas de éxito. Sin embargo, en muchas ocasiones (como en el supuesto a que se refiere la consulta) no nos encontramos ante una infracción tan frontal de la norma sino ante una aplicación de ella inclinada a favor de la minoría comunitaria o simplemente arbitraria en términos que perjudican a algunos comuneros. Por ejemplo: es muy frecuente que errores numéricos de unas décimas en la configuración de los coeficientes se traduzcan en diferencias desproporcionadas a la hora de hacer los pagos de los gastos comunes, sin que ningún dato objetivo sirva para explicar esa discriminación.

Pues bien, en todos esos casos en que, como el que plantea la consulta, se ha producido un error en la elaboración del título constitutivo que no entraña una infracción de normas imperativas de la Ley, no puede hacerse nada frente a la más que probable resistencia de los demás comuneros beneficiarios de esa situación. La modificación del título constitutivo requiere unanimidad, si bien para cambiar a la agrupación de Comunidades el art. 24 rebaja el quórum a acuerdo mayoritario de las respectivas Juntas, y frente a la imposibilidad de alcanzar quórum tan cualificado no puede hacerse nada.



12.  ¿Comunero fantasma? Nacimiento de la Comunidad

• He adquirido hace un año mediante contrato privado de compraventa, una vivienda de nueva promoción que nos han escriturado y entregado hace un mes y en la que nos hemos encontrado que se había constituido la Comunidad en la primavera pasada sin que a ningún propietario se le haya convocado a la Junta de constitución, en la cual se adoptaron una serie de acuerdos. ¿Es válida esa Junta, así como los acuerdos en ella adoptados?


Antes de contestar su pregunta, es preciso que me detenga en una cuestión previa cuyo conocimiento colaborará sin duda al entendimiento del asunto. Contra lo que suele pensarse, el contrato privado de compraventa no supone la transmisión de la propiedad de la vivienda. La transmisión de la propiedad a través del negocio jurídico que es la compraventa exige la concurrencia de dos requisitos: el título y el modo. El título es el contrato de compraventa y el modo es la entrega de la posesión. De manera que si solamente se ha producido la suscripción del contrato, pero no se ha entregado la posesión de la vivienda, no se ha operado la transmisión de la propiedad de la vivienda sino que en esa primera fase su propiedad sigue perteneciendo al vendedor y en virtud del contrato de compraventa éste y el comprador vienen recíprocamente obligados a cumplir los compromisos que han asumido en el contrato: el vendedor a entregar la cosa y el comprador a pagar el precio si, como es más frecuente, en ese momento no lo ha desembolsado íntegramente. Cuando se trata de bienes inmuebles como una vivienda, o un solar, el medio normal de entregar la posesión es el otorgamiento de la escritura pública de compraventa, al que el Código Civil atribuye esa virtualidad considerándola una traditio ficta, o entrega ficticia. Pero también puede entregarse la posesión de los inmuebles a través de otros medios como la de las llaves, o incluso mediante su entrega real haciéndose constar en el contrato que el comprador ha tomado posesión. Naturalmente, en la compraventa de bienes muebles todo esto se simplifica mucho, porque si compramos un coche, cuando nos subimos a él ya lo hemos poseído y por tanto hemos adquirido en tal momento su propiedad. La diferencia de tratamiento entre bienes muebles e inmuebles responde a su diferente naturaleza, que impone igualmente diversas modalidades de ejercer la posesión sobre ellos.

Así pues, si -como usted dice en su consulta- firmaron ustedes contrato de compraventa hace un año y no les han escriturado ni entregado la vivienda hasta hace un mes, hasta esta última fecha no han adquirido ustedes su propiedad y por tanto hasta entonces no han tenido tampoco la condición de propietarios de ella. Por lo tanto, hasta ese momento el único propietario era el único comunero posible, ese a manera de comunero fantasma que personalizaba el dominio de todo el inmueble, y estaba por tanto en condiciones de celebrar él solo la Junta de Propietarios adoptando en ella los acuerdos para los que tenía todos los quórums necesarios. En principio, por tanto, esos acuerdos son válidos, pero también debemos puntualizar que si hubiera aprovechado esa circunstancia para imponer acuerdos que perjudicasen los derechos de los futuros propietarios podrán combatirse invocando incluso la infracción de los principios que inspira la ley. Por otra parte, piense que tampoco tenía mucha necesidad ese único propietario de acudir a ese medio para imponer las ventajas que le interesaran, porque pudo haberlas impuesto igualmente a través del título constitutivo cuando otorgó la escritura de División Horizontal si bien también es posible que a través de los acuerdos haya pretendido «colar» determinadas ventajas que no hubieran sido posibles a través del título constitutivo, o no resultasen «estéticas» aunque hubiesen sido posibles. En cualquier caso, uno de los agujeros negros de la Ley de Propiedad Horizontal se percibe en la ausencia de regulación de mecanismos de defensa directos frente a los abusos en que frecuentemente se incurre por el otorgante del título constitutivo, con los que los compradores se topan tardíamente sin fáciles posibilidades de reacción, pero esto es harina de otro costal sobre lo que podremos tratar detenidamente en otra ocasión.



13.  Trámites constitutivos de la Comunidad

• Vivimos en un edificio de nueva construcción y queríamos saber qué trámites son necesarios para constituir la Comunidad y en qué organismos.

No es necesario ningún trámite externo propiamente dicho para constituir la Comunidad. Para ponerla en marcha solamente tienen que convocar la Junta de Propietarios poniéndose de acuerdo al menos una cuarta parte de los vecinos que a su vez ostenten la cuarta parte del total de coeficientes. Y tienen que diligenciar un libro de actas para inscribir en él ya los de esa primera Junta, trámite cuya explicación encontrará en nuestra página web www.comvecinos.com, así como las normas que lo regulan. En otro orden de cosas, deben pedir a la Agencia Tributaria que asigne a la Comunidad un CIF que precisarán para contratar, abrir cuentas bancarias, etc.


14.  ¿Cuándo «constituir» la Comunidad?

• ¿Se puede constituir una Comunidad sin haber firmado escrituras y teniendo contrato de compraventa?

Aunque no haya escritura, si se ha hecho entrega de las viviendas jurídicamente se ha operado la transmisión del dominio y por lo tanto se puede proceder a celebrar la primera reunión de la Junta de Propietarios, ya que no puede decirse con rigor que la Comunidad tenga que «constituirse».


15.  Reunión constitutiva de la Comunidad

Una vez que todas las viviendas de una nueva promoción han sido adquiridas y están hipotecadas, y el promotor después de 6 meses no ha convocado la primera Junta de la Comunidad, ¿cuál es el procedimiento a seguir para poder constituirla?

En primer lugar, la Comunidad no se «constituye» por esa Junta, aunque signifique su arranque. El promotor no tiene ninguna obligación de hacer esa convocatoria, por lo que no puede reprochársele su pasividad. Deben ustedes, juntándose un mínimo que represente a la cuarta parte de vecinos o de cuotas, hacer esa primera convocatoria, conforme dispone el art. 16.1 de la Ley de Propiedad Horizontal.


16.  Formulario de «constitución»

• Deseo saber si hay algún formulario tipo para la constitución de la Comunidad de propietarios.

No conocemos tales formularios por cuanto jurídicamente no existe esa denominada «constitución» de la Comunidad de propietarios, que queda constituida por el propio otorgamiento del título constitutivo (de ahí su denominación) normalmente a través de la escritura de división horizontal. Y la primera Junta de Propietarios no tiene por qué presentar ninguna característica peculiar que la haga distinta de las demás.


17.  Comunidad sin Libro de Actas ni contabilidad

• Me he comprado un piso de segunda mano en una Comunidad de 6 vecinos, esta finca tiene unos 12 años de antigüedad, pues resulta que me acaban de pasar la presidencia y los vecinos quieren denunciar a un propietario por deber a la Comunidad unos 3 años de recibos. Pero el tema en cuestión es que la Comunidad no tiene libro de actas ni cifras. Me fui al registro de la propiedad y solicité un libro de actas y me puse en contacto con un abogado que me comentó que para denunciar al deudor debía incluir algún punto en el acta de constitución de la Comunidad para que constase que la deuda viene de más atrás que la constitución de la Comunidad. Les ruego por favor si me podrían indicar si es así como indica el abogado, y si es posible que me pudieran mandar un ejemplo del punto que debería incluir para que quedase constancia en el acta de constitución la deuda por parte de este vecino con la Comunidad.

Sin duda no ha entendido bien a su abogado, pues no puede usted unilateralmente hacer constar nada en el libro de actas, que está reservado con carácter exclusivo para que se consignen en él los acuerdos de las Juntas. Para poder formular reclamación judicial contra un vecino hay que convocar una Junta de Propietarios en cuyo orden del día figure este asunto y decidirlo así en ella los vecinos. Incurre en error sobre lo relativo a la «constitución» de su Comunidad de Propietarios, que no depende de ningún acta ni tampoco de ningún acuerdo de la Junta. La Comunidad nace desde que se formaliza el título constitutivo, aunque el problema con que se van a encontrar está en la forma de justificar las deudas de su vecino sin la existencia de los acuerdos necesariamente previos para que viniera obligado al pago de cuotas, ya que sin esos acuerdos la obligación no puede exigirse por las vías de la Ley de Propiedad Horizontal, aunque pueda serlo a través de otros procedimientos distintos.


18.  Irresponsabilidad. Nacimiento de la Comunidad

• En mi Comunidad sufrimos una serie de humedades y daños en la pared del garaje que se producen como consecuencia del riego y la rotura de una tubería de la Comunidad vecina. Puestos en contacto con ellos nos indica un vecino que no tienen constituida la Comunidad y que nadie quiere saber nada al respecto. ¿Qué podemos hacer para resolver este problema, que se está agravando cada día más?

Naturalmente, la Comunidad vecina tiene la obligación de reparar esas deficiencias que están propiciando las humedades y daños que ustedes padecen. Sentado lo cual, vemos una vez más cómo se utilizan impropiamente los términos porque todas las Comunidades están constituidas en el mismo acto del otorgamiento de la escritura de División Horizontal, que por eso mismo también se denomina Título Constitutivo. Cuestión distinta es que aún no haya celebrado su primera Junta de Propietarios en que se elijan sus cargos, pero esa circunstancia no obsta la existencia de la Comunidad con todos sus derechos y obligaciones. Y si sus miembros se mantienen en ese verdadero ejercicio de irresponsabilidad del que se sirven para desentenderse de sus compromisos, no les quedará más remedio a ustedes que formular una demanda contra esa Comunidad para que el juzgado les imponga el cumplimiento de sus obligaciones y la asunción de las responsabilidades que correspondan.


19.  Denominación comunitaria

• Quisiera saber si hay alguna limitación al poner el nombre o razón social a una Comunidad de propietarios. Yo quiero que mi Comunidad responda a la razón social Santa Fe del Montseny 4. Pero en Hacienda me dicen que se ha de llamar Comunidad de propietarios Passatge Montseny 4.

Por razones de seguridad jurídica, es preferible que la Comunidad se denomine según la calle y el número en que el edificio se encuentra, aunque en ocasiones si el nombre es muy largo puede abreviarse. Por lo tanto, si la denominación de su calle es esa, puede usted reclamar que se conozca por ese mismo nombre a su Comunidad. Si no se ha hecho ningún acta (suponemos que porque no se ha celebrado ninguna Junta de Propietarios) es lógico que el libro de actas se encuentre en blanco, aunque esté también legalizado.


EL COEFICIENTE O CUOTA DE PARTICIPACIÓN

20.  «Lo especialmente establecido», como criterio de reparto del gasto

• Soy propietaria, junto con mi cónyuge, de un inmueble que constituye mi vivienda habitual, inserta en un Residencial que en la primera reunión de su Junta se acordó por unanimidad que la cuota para sufragar los gastos comunes de todo el Residencial era igual para cada vivienda, la cual tiene asignado en escrituras un coeficiente de participación distinto para cada una de ellas. Mi pregunta es si puedo exigir que la distribución de los gastos no sea igualitaria, sino en función del mencionado coeficiente.


El art. 9.1.e de la Ley de Propiedad Horizontal remite para el reparto de los gastos al coeficiente «o a lo especialmente establecido». Este inciso final del citado precepto supone una excepción de la que, en mi experiencia, se ha hecho un uso inmoderado por los Tribunales. Efectivamente, bastaba que en una Junta Ordinaria se acordase una forma de reparto de gastos circunscrito al período anual al que se contraía la reunión para que algunos Tribunales viesen la excepción legal que permitía extender los efectos de ese acuerdo para siempre, si es que algún vecino acudía a ellos reclamándolo así. Tal forma de entender las cosas daba la espalda al hecho cierto y objetivo de que esos acuerdos nacían con una vocación temporal limitada al ejercicio anual al que se referían los presupuestos, casi siempre el año siguiente.

Sin embargo, este no parece ser su caso porque se deduce que si el acuerdo fue adoptado por unanimidad en la primera Junta se hizo así no con intención temporal sino con la de extender sus efectos perennemente: técnicamente el acuerdo adquirió la categoría propia de una norma estatutaria, que se integró en el mismo título constitutivo y pasó a formar parte de la ley particular de su Comunidad. Por consiguiente, a ella deben estar.



21.  Relación entre coeficiente y superficie

• Mi consulta está orientada a una Comunidad de vecinos de 14 viviendas unifamiliares adosadas, con zonas comunes en la que no se ponen de acuerdo los vecinos en aplicar el coeficiente o la cuota lineal, porque entre éstas, aunque todas tienen los mismo metros útiles, todas no tienen los mismos metros construidos, vamos, quiero decir que unos tienen más parcela de uso privativo que otros independiente de las zonas comunes. Me gustaría que me aclarasen si la aplicación del coeficiente está basado en la superficie total construida más útil o solo útil... y por tanto impera la cuota lineal en este caso.

El único criterio válido para el reparto del gasto es el del coeficiente (art. 9.1.e de la Ley de Propiedad Horizontal). Esa polémica sobre superficie construida o superficie útil es, por tanto, completamente estéril y carece de consecuencias prácticas pues, contra lo que generalmente se piensa, el coeficiente no se forma exclusivamente con la superficie aunque, naturalmente, sea su principal ingrediente. Como verá, en la práctica el coeficiente resulta bastante arbitrario y se fija sin mucho rigor (por no decir ninguno), pues quien lo fija normalmente es la promotora o constructora del edificio que va a vender sus diversas dependencias (viviendas, locales, etc.), por lo que es frecuente que no tenga ningún interés en tratar con rigor el trámite. ¡Ah!, y mejor que no lo tenga, pues si lo tuviera sería casi seguro para privilegiar los locales o dependencias con que fuera a quedarse, de manera que le permita adquirir muy importantes ventajas frente al resto de los propietarios.


22.  Coeficientes «injustos». Impugnabilidad

• Durante el verano resido en una urbanización próxima a la capital en un tipo de vivienda-chalet con piscina, jardines, pista de tenis, futbito y servicios comunes. La pregunta es: en las escrituras figura un coeficiente de participación según los metros cuadrados de mi vivienda (las hay mayores, la mía es pequeña); se empeñan en que todos debemos pagar igual cuota, porque al parecer lo dicen los estatutos, y todos disfrutamos de los mismos. ¿Pueden ir unos Estatutos en contra de la Ley de Propiedad Horizontal? ¿Quién tiene la razón? Somos el mismo número de viviendas grandes y pequeñas. ¿Por qué tengo yo que pagar igual que el piso grande si la Ley dice que se pague según el coeficiente de participación? Estoy dispuesto a ir a los Tribunales si tengo la razón. Si se fallara en mi favor ¿tengo derecho a alguna indemnización por atrasos después de 20 años así, bajo la tiranía de los pisos grandes? Como yo piensan todos los pisos pequeños, nos encontramos indefensos y sin saber bien cómo enfocar el tema. Les agradecería su respuesta clarificadora y las posibilidades que tenemos de ganar el juicio y resolver la injusticia, pues unos se benefician y otros se perjudican.


Su consulta plantea diversas cuestiones que voy a responderle en su mismo orden:

1. Es posible, aunque bastante extraño, que unos Estatutos fijen un coeficiente de contribución diferente al de la escritura de división horizontal. Es más frecuente que en los Estatutos se exima de algún tipo de gastos a determinados elementos inmobiliarios, pero incluso esa fórmula ha sido frecuentemente anulada por los Tribunales cuando infringían los principios de la Ley de Propiedad Horizontal.

2. En su caso todo está, pues, supeditado al contenido real de los Estatutos que, por lo que dice en su consulta, usted aún no ha leído. Si de su lectura resultara contradicción entre ellos y normas imperativas de la Ley de Propiedad Horizontal, podrían los Estatutos impugnarse judicialmente con toda probabilidad de éxito.

3. Si ganara usted ese juicio no podría pedir esa revisión de 20 años de atrasos que dice en su consulta, sino solamente que se ajustara al coeficiente correcto la última liquidación que no hubiese sido aprobada, es de suponer que la correspondiente al último ejercicio económico. Las anteriores liquidaciones anuales ya fueron aprobadas y desde entonces, con error o sin error, si han pasado más de tres meses ha transcurrido el plazo legal para impugnarlas, volviéndose inatacables.



23.  Coeficiente desajustado. Su impugnación

• Mi índice de participación es el más alto de la Comunidad, existen áticos con 120 m² de terraza que costaron 20.000 euros más, mi estacionamiento dice la escritura que es de 51 m² y un informe técnico hace imposible esto ya que invade en su totalidad otro estacionamiento. Si la cuota de participación es errónea, reconocida en acta por la Comunidad, ¿tengo obligación de pagar derramas y mensualidades basadas en ella? ¿Cómo puedo recurrir este hecho?

El art. 9.1.e de la Ley de Propiedad Horizontal le obliga a contribuir a los gastos comunes según su coeficiente de participación, fijado en el título constitutivo, que no es erróneo por el hecho de que no se corresponda con la superficie que tienen los elementos inmobiliarios de su propiedad. Lo único que podría hacer es impugnar el título, pero con esos antecedentes que refiere carece de base para ello. Por lo tanto, entendemos que no puede librarse de hacer los pagos conforme a su citado coeficiente.


24.  Obligación legal contributiva de los garajes

• Habiendo leído los estatutos del garaje comunitario para tres fincas, no interpreto que debamos contribuir a los gastos que según el Administrador de dos de las tres fincas reclama, a mí como Presidente del garaje. Solicito información al respecto, de cuáles son los gastos obligados a participar como garaje de las tres fincas, entendiendo que por ejemplo gastos de procurador por un juicio que se puso para entrar en una de las viviendas, que para nada tiene que ver con el garaje, no se nos puede reclamar.

El art. 9.1.e de la Ley de Propiedad Horizontal dispone que los diversos elementos inmobiliarios (pisos, locales, trasteros, plazas de garaje, etc.) que integran un edificio están obligados a contribuir a los gastos comunes en proporción a su coeficiente. Por lo tanto, no es necesario que esa obligación venga reiterada en los Estatutos. En realidad ocurre al contrario: son los Estatutos los que en ocasiones excusan del pago de gastos que, sin tal excusa, deberían afrontarse. Y los gastos respecto de los que existe la obligación de contribuir son todos los comunes, aunque la prestación que remuneren no haya rendido un beneficio directo a todos los comuneros.


25.  Acuerdos sobre cuotas. Obligatoriedad

• He adquirido una vivienda en una Comunidad en la cual todos los propietarios pagan la misma cuota mensual. He podido comprobar que el tamaño de las viviendas es distinto, pero al parecer el acuerdo está tomado en una Junta General que se celebró hace tiempo. ¿Estoy obligada a seguir pagando lo mismo que los demás propietarios, aunque mi casa sea más pequeña que las demás?


Su pregunta omite un dato cuya ausencia impide una contestación en firme. Efectivamente, no indica usted qué coeficiente tiene cada vivienda asignado en la división horizontal, porque si todas tuvieran el mismo sería correcto que todos los propietarios pagaran la misma cuota mensual, como usted dice que ocurre. Al respecto no es esclarecedor que el tamaño de las viviendas sea distinto, como también dice usted que ocurre, pues no necesariamente, contra lo que generalmente se cree, el coeficiente ha de ser traducción porcentual de la superficie de las viviendas, aunque ésta sea una referencia principal para su determinación. Fuera como fuese, la cuota mensual debe acomodarse al coeficiente y usted verá si eso es lo que ocurre en su caso, de modo que si no fuese así podrá usted impugnar el acuerdo de la Junta Ordinaria que fije ese reparto que no se atiene a la norma legal para lo que cuenta, como sabrá, con un plazo de tres meses desde su celebración si hubiera asistido, y desde la fecha en que le hubieran notificado el acuerdo si no hubiera asistido a la Junta.

Pero también puede darse otro supuesto que plantea un problema frecuente en la práctica cuya resolución no siempre se hace correctamente, y que muy posiblemente sea el caso de usted. Me refiero a la aprobación anual de cuotas que no se ajustan a los coeficientes con fundamento en un acuerdo antiguo que así lo determinó. Es un supuesto en que los vecinos arrastran como obligación aquel viejo acuerdo, cuyos resultados se entienden obligados a reproducir como si se les impusiera imperativamente. Y lo malo es que en muchas ocasiones los Tribunales se dejan arrastrar por ese error con el señuelo de que el apartado 1.e del art. 9 de la Ley de Propiedad Horizontal dice que la obligación de contribuir a los gastos generales debe sujetarse al coeficiente «o a lo especialmente establecido», entendiendo que esto puede ser tal antiguo acuerdo. Por el contrario, es patente que «lo especialmente establecido» se refiere a las normas estatutarias que, en su caso, modularan en el sentido que fuese la aplicación de los coeficientes, como a veces ocurre cuando los estatutos dicen, por ejemplo, que los locales no contribuirán a determinados gastos. Está claro que el legislador quiso evitar problemas interpretativos introduciendo esa salvedad que evitase entender que el coeficiente había de aplicarse siempre incluso en los casos en que existiesen esas excepciones estatutarias, cuyo respeto así deja resguardado para cuando proceda.

Salvo que se adopten por unanimidad, y además con el propósito explícito de que adquieran categoría estatutaria y, por tanto, con vocación de futuro, esos acuerdos que establecen un reparto de cuotas diferente al que resultaría de aplicar los coeficientes solamente valen para el ejercicio anual al que se refieren. Otra cosa es que en sucesivas Juntas se reproduzcan y ningún vecino los impugne, pues son impugnables por cualquier comunero al infringir el precepto antes indicado que ordena la aplicación del coeficiente. Y si no se impugnan, la conclusión es que mantendrán su eficacia durante el ejercicio anual para el que se adoptaron, y ni un día más. Por eso es erróneo entender que la sucesiva reproducción del acuerdo a lo largo de diversos ejercicios, y da igual que sean pocos o muchos, les otorga algo así como una autoridad añadida. Si los vecinos los votaron para que valieran solamente para ese año, no pueden durar más.



ELEMENTOS INMOBILIARIOS

26.  Transformismo inmobiliario. Conversión de vivienda en local

• Soy propietario de una vivienda situada en el primer piso. Debajo de mí hay una vivienda en planta de calle, a la que se accede desde el portal, y que se ha vendido recientemente. La intención del comprador es instalar una joyería con salida y entrada desde la calle. Mi pregunta es doble: ¿puede transformarse una vivienda en local de negocio, con las consecuentes molestias de ruido que ello me va a suponer? ¿Se pueden abrir puertas y escaparates en la fachada donde actualmente existen ventanas?

Prescindiendo de la problemática urbanística sobre la que no vamos a entrar, lo cierto es que el título constitutivo (es decir, la escritura de división horizontal) define el destino de los diversos elementos inmobiliarios del edificio, diciendo cuáles son locales, cuáles viviendas, etc. Aunque, como tantas veces ocurre en esta materia, no existe consenso en los pronunciamientos de los diversos Tribunales, es lo cierto que transformar una vivienda en local, o viceversa, constituye una alteración del título constitutivo que ha de contar con el consentimiento unánime de los propietarios. Además, como plantea usted en el segundo apartado de su consulta, no puede abrirse huecos en la fachada del edificio para obtener las puertas y escaparates que el nuevo local precisa, porque sus cerramientos perimetrales son elementos comunes que deben respetarse y cuya alteración en tales términos requiere igualmente el consentimiento unánime de los comuneros.


27.  Obras «por su santa voluntad»

• En mi Comunidad de garaje tenemos un trastero bastante grande detrás de cada plaza de garaje. Un propietario quiere derribar el murete que separa el trastero de la plaza de garaje para ampliar ésta y poder meter dos coches. Dice que lo va a hacer por su santa voluntad y que nadie se lo puede impedir. ¿Es esto cierto?

Pues no, no puede hacerlo porque vulneraría la aplicación y el destino que corresponde a cada elemento inmobiliario (según sean viviendas, locales, plazas de garaje, trasteros, etc.) conforme define el título constitutivo. Ahora bien, si lo hace invocando «su santa voluntad», haría bien a su vez la Junta de Propietarios reaccionando contra esa arbitrariedad porque aunque quizás no resulten relevantes actuaciones como ésa, sin embargo son gravemente perturbadoras de la disciplina comunitaria y desalientan a los vecinos que se muestran rigurosos en el cumplimiento de sus obligaciones. Si se consolidara ese estado de cosas según el cual cada vecino puede hacer lo que le complazca sin respuesta alguna, su Comunidad puede acabar convirtiéndose en una jungla en perjuicio final de todos.


28.  Conversión de trastero en despensa

• En la parte alta de nuestro edificio existen unos trasteros a los que hasta el momento hemos estado destinando para guardar ropa, maletas y otros enseres hasta ahora inservibles. Nos hemos percatado de que tres propietarios han puesto un arcón congelador para guardar alimentos, el cual se alimenta con la energía eléctrica de la Comunidad que pagamos todos. Ellos se niegan a pagar más cuota por ese gasto que nos generan. ¿Podemos obligarles a que quiten esos arcones de su trastero?

Lo primero que conviene plantearse es si ese destino se acomoda al que es propio de la dependencia; y pensándolo bien, si los arcones ofrecen unas condiciones que no perjudican la salubridad ni molestan los olores de su contenido, etc., no parece razonable impedir su uso. Ahora bien: no es lícito que el fluido eléctrico que consumen sea con cargo al suministro comunitario, de manera que deben pagarlo los vecinos que lo consumen. Tienen ustedes, por tanto, toda la razón cuando les reclaman que paguen ese consumo eléctrico que hacen en su exclusivo beneficio y si, como me dice que ocurre, ellos se niegan a pagar, puede perfectamente la Junta de Propietarios adoptar acuerdo por el que se imponga un contador particular para medir esos consumos singulares, corriendo a cargo de los interesados el coste de su instalación, además de los propios consumos, como es natural. Y cuando celebren la Junta Ordinaria anual y preparen la liquidación de las cuentas del ejercicio, incluyan en ellas esas partidas a cargo de los vecinos que las causaron, lo que les obligará a pasar por ellas, les guste o no si las cuentas se aprueban. Y si no pagan pueden reclamárselo judicialmente a través de las diversas alternativas que ofrece la ley procesal.


29.  ¿De quién es la vivienda del portero?

• Cuando compramos el piso en que tenemos nuestros domicilios había, además de ellos, otra vivienda que estaba reservada al portero. Veinte años después, los vecinos hemos decidido prescindir de ese servicio y vender el piso del portero, pero en la Junta en que hemos adoptado esos acuerdos, el promotor y constructor del edificio, que actualmente es propietario de los locales, se ha opuesto diciendo que esa vivienda era suya y que iba a denunciar los acuerdos. ¿Cómo puede decir que la vivienda era suya, si ha estado destinada a domicilio del portero y no nos ha cobrado alquiler por ello?


En la escritura de división horizontal de su edificio constará qué dependencias (viviendas, locales, plazas de garaje, trasteros, etc.) del edificio adquirieron individualidad y autonomía jurídica a través de esa división. Para obtener la respuesta que usted pide es esencial conocer si entre esas viviendas que la división horizontal independizó se encontraba la vivienda del portero. Ante la ausencia de datos ciertos consideremos, por tanto, las dos alternativas: la primera, que no apareciera individualizada, en cuyo caso, no constando explícitamente como elemento común ni como elemento privativo, tendremos que estar para su calificación a las normas que para tales casos establece nuestra legislación, concretamente el art. 396 del Código Civil, que incluye en su extensa relación de elementos comunes a las «porterías», entendiendo por ellas no sólo a la estricta pieza, habitáculo o garita sita a la entrada del edificio, o portal, sino también a las viviendas de los porteros, con todos los servicios, según criterio reiterado de la jurisprudencia. La segunda alternativa apunta a que la vivienda se hubiera individualizado junto con todas las demás que, como la suya, fueron a continuación vendidas a los diversos propietarios. En tal caso, las viviendas que no se vendieron pertenecen a la misma persona que otorgó la escritura de división horizontal puesto que, como ocurría respecto a todas las viviendas antes de venderlas, era dueña de todas ellas, que lógicamente seguirán perteneciéndole hasta su transmisión.

En el planteamiento que usted hace, la reacción de su vecino solo se explica en el supuesto de la segunda alternativa a que nos acabamos de referir, es decir, la de que sea dueño de la vivienda porque la individualizara, haciéndola elemento privativo, cuando dividió horizontalmente el edificio. Pero esa situación es extraña, porque si era suya no se entiende que haya consentido pacíficamente que durante esos diez años que usted dice fuera habitada por el portero de la Comunidad sin que ésta le pagara un alquiler por tal ocupación que se hacía en su exclusivo beneficio, el de la Comunidad. Todo parece indicar que en tal caso (y, como verá, la insuficiencia de los datos me obliga a avanzar a través de sucesivas hipótesis) se encuentran ante un error en que se habría incurrido al elaborar la división horizontal, en la que es muy probable que su otorgante (es decir, su vecino propietario de los locales) tuviera la intención de no individualizar la vivienda, de manera que fuese elemento común, y sin embargo acabase no haciéndolo así, pero nadie advirtiera en ese momento el error, por lo que creyendo aquél que la vivienda del portero era de la Comunidad les consintiera que se dedicara a vivienda del portero sin cobrar a cambio alquiler alguno, pura y simplemente porque ignoraba que pudiera hacerlo. Y ahora que han exhumado el título constitutivo, el vecino ha reparado en el error y pretende acogerse a los beneficiosos efectos que derivan a su favor reclamando la propiedad de la vivienda frente al acuerdo de la Junta de Propietarios, cuya validez depende de la certeza de una premisa que en este caso falla: que la vivienda sea un elemento común.

Ya he dicho contestando anteriores consultas en esta misma web www.comvecinos.com que es sorprendente el descuido y la falta de rigor con que se formalizan frecuentemente las escrituras de división horizontal, no obstante la enorme trascendencia que tienen para el futuro de sus Comunidades. Ese fenómeno tiene una explicación: como en la mayoría de los casos el promotor (a veces también constructor) del edificio se propone vender todas sus viviendas y locales, le resulta completamente indiferente que la división horizontal se haga bien. Y como en su elaboración no solo no se da ninguna intervención a los compradores de las viviendas (en el caso de que en ese momento se hubieran vendido) sino que incluso se hace todo lo posible por apartarlos del trámite, de manera que su otorgante tenga las manos libres para ajustarlo a su conveniencia, incluyendo cláusulas en los contratos privados que consagran formalmente tal apartamiento, el desastre está servido. Solo falta que el otorgamiento lo haga un notario igualmente poco cuidadoso para que ese se consume, arrojando entonces los resultados que en ocasiones hemos de lamentar.



LOS ESTATUTOS

30.  Modificación estatutaria

• Pertenezco a una Comunidad General compuesta por siete subComunidades, cuatro de ellas pertenecen a cuatro portales de viviendas y el resto son garajes y locales. Cada portal tiene constituida su Comunidad de propietarios y asimismo está constituida la Comunidad general con la participación de estas cuatro subComunidades de vecinos. La consulta es la siguiente: en breve plazo quieren solicitar al ayuntamiento la apertura, en un local, de una Sala de Fiestas, los vecinos estamos realmente alarmados y quisiéramos saber cuáles son los trámites completos que deberíamos seguir para poder modificar los estatutos de la Comunidad y poder limitar el uso de los locales existentes, bien para el caso de la sala de fiestas o bien para futuros locales de hostelería. Añadir que ya existen unas Reglas de Comunidad creadas por el Constructor, que datan de los años 94-95, y que aun hoy en día el Constructor mantiene bastantes locales sin vender.

Para la modificación de los Estatutos se precisa la unanimidad de todos los comuneros. Y si ustedes pretenden limitar los usos posibles de los locales, es decir, reducir su potencialidad económica, es de suponer que sus dueños votarán en contra impidiendo que dicha alteración prospere. No obstante, si quieren intentarlo basta con que convoquen una Junta incluyendo ese punto en el orden del día de la convocatoria y si en ella votan a favor todos los asistentes (pues en otro caso no merece la pena seguir), notifiquen el acuerdo a los ausentes y esperen a que transcurra el plazo legal ya que su silencio equivale al voto positivo. Pero con los antecedentes que me cuenta, no se hagan muchas ilusiones. Por si acaso, consulten las que usted llama «Reglas de Comunidad» que elaboró el constructor, pues quizá puedan obtener de ellas algún provecho.


31.  Estatutos frente a Reglamento de Régimen Interior

• En mi Comunidad han aprobado recientemente un Reglamento de Régimen Interior donde prohíben que suban solos en el ascensor a menores de 14 años. ¿Qué fuerza o poder tiene este Reglamento y qué podemos hacer para que se respete evitando el constante trasiego que suponen las subidas y bajadas de los chicos?


El tema del Reglamento de Régimen Interior es uno de los que producen más confusión en la realidad cotidiana, pues difícilmente se distingue de los Estatutos, incurriéndose frecuentemente en error. En el ámbito de la Propiedad Horizontal concurren para su regulación diversas normas cuya eficacia es muy diversa según el nivel en que se encuentran. Además unas se imponen siempre, en tanto que otras dependen de la voluntad del otorgante del título constitutivo (es decir, de la persona que otorga ante el notario la escritura de División Horizontal) o de los comuneros que en cada momento integran la Comunidad de Propietarios. Las normas que se imponen siempre son el art. 396 del Código Civil y la Ley de Propiedad Horizontal. Además, podría ponerse a su lado el título constitutivo en cuanto, convencional o legalmente, se da en el origen de toda Comunidad de Propietarios, pues aunque no contenga propiamente normas o reglas de la Propiedad Horizontal del edificio, sin embargo contiene los presupuestos de hecho de su régimen, delimitándolo tanto en el plano material como en el plano jurídico. En un nivel inferior se encuentran los Estatutos y el Reglamento de Régimen Interior que, a diferencia de los anteriores, pueden existir o no, y en la práctica son más las Comunidades que no los tienen, contemplándose en la Ley como una facultad de los interesados que no están obligados a hacer efectiva.

Los Estatutos, regulados en el art. 5 de la Ley de Propiedad Horizontal, cumplen una doble finalidad: por un lado pueden constituir, otorgar o reconocer derechos y deberes de los comuneros que no están reconocidos de antemano en la Ley, siempre que no contradigan las normas de derecho necesario que ésta contiene; por otro lado, pueden regular, con el mismo límite, derechos o deberes de los comuneros reconocidos por la Ley o por los mismos Estatutos. El Reglamento de Régimen Interior, a que se refiere el art. 6 de la Ley, tiene por objeto «regular los detalles de la convivencia y la adecuada utilización de los servicios y cosas comunes», pero además de compartir con los Estatutos su necesaria sumisión a la Ley, también el Reglamento está a su vez sometido a los Estatutos, si los hubiera. Las diferencias esenciales entre Estatutos y Reglamento se encuentran en dos niveles: en primer lugar, en el quórum exigido para su vigencia, que es de unanimidad en el caso de los Estatutos, y de la misma mayoría que se precisa para la adopción de cualquier acuerdo ordinario, para el Reglamento; en segundo lugar, en la materia que regulan, pues en tanto que los Estatutos pueden constituir derechos y deberes y ordenar su ejercicio con el único límite de los preceptos de carácter imperativo de la Ley, el Reglamento tiene reducido su ámbito a la regulación de «los detalles de la convivencia y la adecuada utilización de los servicios y cosas comunes», según vimos.

Es, por tanto, propia del Reglamento esa regulación del uso del ascensor a que se refiere su consulta, regulación cuya fuerza se impone a todos los comuneros con la misma intensidad jurídica que cualquier otra mientras la norma reglamentaria exista, aunque pertenezca al último nivel de la jerarquía normativa que rige en la Comunidad. Sin embargo, el problema no se encuentra tanto en su eficacia formal sino en la material, es decir, en la capacidad que tenga para imponerse en la práctica, problema que alcanza por igual a todas las normas de este ámbito, incluso las del rango legal. Y como ocurre respecto de ellas, si no se cumplen voluntariamente solo podemos imponerlas coercitivamente a través de los Tribunales: del mismo modo que no podemos arrebatar sus bienes al comunero que no paga la cuota, tampoco podemos ejercer fuerza sobre los usuarios del ascensor que se empeñan en utilizarlo contra las disposiciones reglamentarias. Bien es verdad que en este último caso incluso con una sentencia será difícil imponer el cumplimiento en el caso de que los comuneros no quieran respetarla, salvo que se contrate un guarda jurado que vigile permanentemente el ascensor, pero no por ello dejará de tener validez el Reglamento. En el caso de que su infracción se generalizara deberá meditarse si las normas que lo componen se acomodan a las exigencias vecinales en términos proporcionados o, en otro caso, concluirse que los vecinos infractores no están dotados para esta forma de convivencia.



32.  ¿Es legal prohibir los perros en el edificio?

• Un grupo de vecinos nos hemos propuesto llevar a la Junta una propuesta para que no haya perros en nuestro edificio, pues aunque el único que hay hasta ahora no nos molesta, tememos que pueda acabar transmitiendo pulgas o enfermedades.

Salvo que concurra alguna circunstancia que lo justifique, no puede impedirse tener mascotas domésticas, como ninguna otra práctica de las que integra nuestra realidad social. La Ley de Propiedad Horizontal prohíbe determinadas actividades en quienes concurre la característica de ser perturbadores para la convivencia comunitaria y la normalidad vecinal, régimen que no es por tanto extensible para su aplicación a un supuesto tan inocuo como el que usted plantea.


33.  Perros que molestan

• Tenemos un perro en la vivienda, del que se queja una vecina frente a todos los demás, que no dicen nada y nos apoyan. Al parecer los estatutos prohíben la tenencia de animales domésticos. Si lo prohibieran, ¿qué se puede hacer contra ellos, contando con que nos apoyan todos los vecinos, excepto esa vecina?

Lo primero que hay que hacer es asegurarse de si la prohibición está en los estatutos propiamente dichos o en el reglamento de régimen interior, pues si estuvieran en aquéllos su modificación precisaría unanimidad, que no va a obtener, por la oposición de la vecina que la ha denunciado. Pero si estuviera la prohibición en el reglamento (como es más probable), podrían modificarlos mediante el voto de la mayoría absoluta en primera convocatoria o de la mayoría simple, en segunda, quórums que se encuentran a su alcance, según usted dice. Ahora bien: si esa modificación no fuese posible, tendrá usted que atenerse a lo que prescribe esa norma, estatutaria o reglamentaria, y arreglárselas para prescindir de su perro.


34.  ¿Puede limitarse el arrendamiento por razones de seguridad?

• He comprado un piso de nueva construcción en una promoción en la que cada uno posee una plaza de garaje. Además, y para los que quisieran, se ofertaban plazas de garaje adicionales una de las cuales he comprado con intención de alquilarla. El problema es que con los casos de secuestros exprés un futuro vecino ha planteado, con la «finalidad» de la seguridad, el deseo de prohibir la venta/alquiler de las plazas de garaje (cualquiera, extra o no) incluyéndolo en el Reglamento de la Comunidad cuando se constituya. ¿Puede la Comunidad establecer dicha prohibición? ¿Afectaría en algo el que yo vaya a escriturar mi plaza de garaje extra en una escritura distinta a la que contempla piso, trastero y plaza de garaje?

No, la Comunidad no puede imponer tal prohibición si no cuenta con el consentimiento de todos los comuneros, y por lo menos parece que usted no va a prestarlo. Es más, aun con el acuerdo unánime sería dudoso que la validez del acuerdo pudiera mantenerse en el caso de que cualquiera de las plazas se vendiera y el nuevo propietario que la adquiriese quisiera desmarcarse de él. Por otra parte, es completamente irrelevante que compre usted la plaza en una escritura distinta o en la misma en que adquiera la vivienda.


EL REGLAMENTO DE RÉGIMEN INTERIOR Y LOS ACUERDOS DE LAS JUNTAS

35.  Utilidad relativa del Reglamento de Régimen Interior (RRI)

• Quisiera saber si existe algún modelo de Reglamento de régimen interno y dónde podría encontrarlo.

Cada Comunidad debe hacerse el reglamento que considere más conveniente, incluyendo las normas que apunten las soluciones correspondientes en el sentido que consideren de más interés, por lo que los modelos no tienen sentido en este caso. Además, el RRI puede sustituirse en la práctica con la adopción de acuerdos que en cada caso concreto establezcan las fórmulas que exija la solución de cada problema. Por lo mismo, aunque existiera ese RRI, podría adoptarse acuerdo en contra a sus normas con el quórum más elemental (mayoría simple en segunda convocatoria). Me preguntará entonces para qué sirven estos RRIs: a mi juicio solamente para que los comuneros puedan tener presentes en todo momento las reglas vigentes, no obstante su precariedad. Y en todo caso sin que deban confundirse con los Estatutos, que sí que tienen fuerza vinculante y solamente pueden alterarse por unanimidad.


36.  Reglamento de Régimen Interior: ¿puede sancionar?

• ¿Puede un reglamento de régimen interior establecer faltas y sanciones, éstas de índole económica?

Un reglamento de régimen interior no puede establecer un sistema penalizador, aunque podría imponerse a través de los Estatutos. La diferencia es que éstos estarían respaldados por el acuerdo unánime de los comuneros. Además las sanciones económicas deberán guardar la necesaria proporción y en todo caso, si su imposición se impugnara y tal impugnación llegara a los Tribunales, éstos podrían hacer uso de la facultad moderadora que les reserva el art. 1154 del Código Civil.


37.  Cumplimiento forzoso de los acuerdos

• ¿Qué se puede hacer cuando se incumplen constantemente los acuerdos adoptados en Junta General? ¿Son de obligado cumplimiento? ¿Ante quién hay que reclamar?

Por supuesto que los acuerdos adoptados por la Junta General son de obligado cumplimiento: en otro caso la convivencia en las Comunidades de Propietarios resultaría imposible. Y si no se cumplen puede acudirse al Juzgado para que los imponga, a través de un trámite que exige el asesoramiento y la intervención profesional de un abogado. Sin embargo, es cierto que resulta problemático instar el cumplimiento de una amplia gama de acuerdos por la dificultad de su imposición forzosa: no puede ponerse un guardia civil al lado de la vecina que sistemáticamente se empeña en sacudir sobre el patio sus alfombras con la oposición de sus vecinos, llenándole de suciedad, de manera que seguramente resultará triunfante esa expresión de falta de higiene y civismo. Pero nuestra colectividad está lamentablemente plagada de ejemplos como ese y por tanto el ámbito comunitario se limita a reflejar lo que encontramos en tantos otros de nuestra sociedad.


LIMITACIONES LEGALES Y SERVIDUMBRES

38.  Distancia para plantar árboles

• Me gustaría saber a qué distancia del muro que me separa de la finca de la otra vivienda adosada puedo plantar árboles y si tengo que cortarlos a la altura de la valla, o puedo dejarlos crecer.

El art. 591 del Código Civil dispone que la distancia mínima que debe guardarse respecto de la finca colindante es de 2 m si se trata de árboles altos y de 0,50 m en el caso de arbustos o de árboles bajos.


39.  Árboles invasores de la propiedad ajena

• Vivo en un adosado con jardín. Tengo un problema con mi vecino de al lado, ya que sus jardines y el seto me dan sombra e incluso alguna rama invade mi parcela. Él me dice que ahora no es época de podar ya que puede dañar al árbol. ¿Me tengo que aguantar sin poder tomar el sol?

En realidad la cuestión que usted suscita no es propia del régimen de la Propiedad Horizontal, salvo que los Estatutos o el Reglamento contuvieran alguna norma que la contemplara. Sin embargo está prevista en el Código Civil, cuyo art. 591 dispone que no se podrá plantar árboles cerca de una heredad ajena sino a la distancia autorizada por las ordenanzas o la costumbre del lugar y, a falta de ambas, a la de 2 m de la línea divisoria de las heredades si la plantación se hace de árboles altos y a la de 50 cm si la plantación es de arbustos o árboles bajos, teniendo el propietario vecino el derecho a pedir que se arranquen los árboles que se plantasen a menor distancia. Por lo que respecta a las ramas que invaden la vertical de su parcela, el art. 592 le otorga a usted la facultad de reclamar que se corten en cuanto se extiendan sobre su propiedad. La verdad es que los redactores del Código Civil -que nació en el año 1889- ignoraban una realidad como la nuestra actual, en que conviven pequeñas propiedades muy próximas en que las relaciones de vecindad exigen una cierta flexibilidad en la aplicación de esas normas al servicio de una convivencia caracterizada por la tolerancia y el entendimiento.


40.  Árboles obstructivos de vistas y de luz natural

• Soy propietaria de un piso 1.º, mi vecino de abajo tiene un apartamento con jardín alrededor, y lo está llenando de árboles. ¿Puede impedirme a mí las vistas? ¿Puede ponerme árboles que, en cuanto crezcan, me oscurecerán toda la casa? ¿Tiene derecho a plantar árboles grandes?

Por aplicación analógica del art. 592 del Código Civil, tiene usted derecho a exigir que se corte la parte de los árboles que alcancen a su propiedad y le impidan tomar las luces y vistas que naturalmente le correspondan.


RÉGIMEN GENERAL DE NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES

41.  Domicilio para notificaciones

• Tengo una vivienda desocupada y a pesar de que el Presidente de la Comunidad tiene mi teléfono y sabe perfectamente donde vivo (que es en la misma ciudad), insiste en dejarme las convocatorias de las Juntas en el buzón de aquella vivienda que no habito, por lo que no me entero de ellas. Dado que no puedo estar yendo todos los días a ver si me han dejado algo en el buzón, ¿puedo impugnar las Juntas a las que me sigan convocando así?

El art. 9 de la Ley de Propiedad Horizontal dice en su apartado h) que los propietarios tienen la obligación de proporcionar al Secretario un domicilio en España para recibir las notificaciones y citaciones relacionadas con la Comunidad, y advierte expresamente que si no se hiciera se entenderá que quieren recibirlas en el piso o local que tiene en el edificio de la Comunidad. Así pues si, como se deduce de lo que usted dice, no ha proporcionado al Secretario ese otro domicilio al que usted prefiere que se le dirijan las citaciones la forma en que las están cursando es perfectamente legal. Es más: es la que ampara la responsabilidad de los cargos de la Comunidad porque sólo la cubren haciéndolo así. Por lo tanto, la solución al problema es muy sencilla, bastando con que usted prepare una carta en que señale ese domicilio de su elección y se la lleve al Secretario pidiéndole que le firme una copia de ella en que también haga constar la fecha en que la recibió, de manera que pueda usted demostrarlo en el futuro en el supuesto de que se lo negasen.


42.  Convocatoria: constancia de su recepción

• Soy propietario de una Comunidad de 80 vecinos. La convocatoria de las Juntas se hace por correo ordinario, y a los vecinos que viven en el edificio se la deposita el portero en su buzón. En la última Junta dos Propietarios me dijeron que no habían recibido la convocatoria y que por tanto la Junta no era válida y había que volver a celebrarla. Yo no tengo la seguridad de que el portero se haya podido equivocar al echarla en otro buzón o que la carta de correos se haya extraviado e incluso que el vecino la haya tirado sin darse cuenta con el resto de la publicidad. Enviarla por correo certificado supondría un coste muy elevado para la Comunidad y un trabajo ímprobo. ¿Qué puedo hacer?


La Ley de Propiedad Horizontal no impone un medio concreto para hacer llegar a los vecinos las diversas notificaciones que les corresponde recibir, pero fuera éste el que fuese debe reunir dos características: por una parte, que asegure que llega a su destino, en garantía de los derechos del comunero destinatario; por otra parte, que permita al remitente obtener constancia de su recepción por aquél, en garantía de la responsabilidad del remitente. A su vez, esa misma Ley establece presunciones para facilitar el régimen de comunicaciones, como la que contiene el apartado h) de su art. 9.1: si el propietario no hubiera designado otro domicilio distinto, se presumirá que quiere recibir las citaciones y notificaciones en su piso o local del edificio de la Comunidad, de modo que se tendrán por bien hechas las que se le dirijan así, aunque no viva allí y ni siquiera los pise, pues no puede obligarse a los responsables comunitarios a buscar a cada comunero si éste no se ha molestado en facilitarles otro paradero. Finalmente, al enjuiciar los supuestos de la experiencia cotidiana los Tribunales eluden rigorismos cuya aplicación colapsaría el funcionamiento de las Comunidades y así, por ejemplo, si se hacen las notificaciones desde siempre dejando las convocatorias en los buzones como método aceptado por todos y todos los demás vecinos reconocen haberla recibido así en un determinado caso, quien lo niegue deberá probarlo, imponiéndose una inversión de la carga de la prueba de muy difícil atención. Así pues, usted se da la respuesta en el planteamiento mismo de su consulta puesto que desconfía que la comunicación haya llegado a su destinatario o al menos no tiene toda la seguridad, salvo en el caso de que el vecino la hubiera tirado junto con la publicidad que frecuentemente inunda los buzones, pues en este último supuesto sería culpa de él y no de la Comunidad. Es cierto que, como usted dice, cuanto más seguro es el medio de comunicación más se complica y encarece, pero la forma de hacerla deberá ser proporcionada a las cautelas que cada caso exija y a la trascendencia que tuviera la imposibilidad de probar que la notificación se hizo bien, en atención a lo cual puede resultar recomendable en ocasiones excepcionales hacer la notificación incluso a través de notario. Sin embargo, normalmente se acude a los medios normales como los que usted dice en su consulta que utiliza cuando se confía en que los vecinos actuarán lealmente y no van a ventilarse en la Junta asuntos de trascendencia; pero si, por el contrario, la actitud de algún vecino es acreedora de desconfianza y puede servirse de las deficiencias en que se incurra para complicar la eficacia de los acuerdos adoptados por la Junta, a él solo deberá dirigírsele la comunicación rodeada de las necesarias cautelas, por ejemplo, a través de un burofax.

Así pues, la respuesta a la pregunta que cierra su consulta dependerá de la relevancia de lo que esté en juego porque si les interesa mantener la validez de los acuerdos adoptados en esa Junta y no complicarse con impugnaciones que tendrían elevadas posibilidades de éxito, lo mejor es que reproduzcan su celebración, previa convocatoria cursada con aquellas cautelas.



43.  Telemática: su utilidad para las notificaciones comunitarias

• Somos una Comunidad de vecinos integrada por gente joven en una urbanización reciente de viviendas unifamiliares. Algunos somos seguidores de sus consultas y nos ha llamado la atención con qué frecuencia las comunicaciones de las Comunidades con sus vecinos plantean dificultades. Nosotros tenemos ese problema completamente solucionado porque los doce comuneros decidimos, cuando constituimos la Comunidad hace tres años, dotarla de una cuenta de correo electrónico y comprometernos a recibir las notificaciones por el mismo medio. Hasta ahora el resultado ha sido excelente, pues hemos conseguido simplificar los trámites y abaratar el coste de la gestión de la Comunidad. En realidad, esto no es una consulta sino una llamada a que, a la vista de nuestra experiencia, las Comunidades aprovechen las ventajas que ofrecen los nuevos medios y se eviten líos y gastos.


Es tan interesante el tema que usted plantea, y la experiencia que refiere, que hago una excepción para publicar su comentario, al lado de otros que en realidad no son consultas y no ven por tanto la luz pública. Es verdad que las nuevas tecnologías de la comunicación tienen un futuro espléndido en el ámbito de las Comunidades de Propietarios, a cuya realidad tenemos todos que incorporarnos aunque suponga un esfuerzo, hasta llegar a la meta que no cabe duda al final se alcanzará para agilizar las relaciones intracomunitarias y prescindir de la parte más importante de los engorrosos trámites que actualmente padecemos. En primer lugar, debe decirse que la Ley de Propiedad Horizontal no impone ningún medio concreto para hacer efectivas las comunicaciones de diversa índole que deben cursarse dentro de su ámbito, pero tampoco excluye ninguno. Además, la interpretación que vienen haciendo los Tribunales en la aplicación de sus preceptos no sigue el principio formalista para apreciar la corrección de los modos de notificación entre Comunidad y comuneros, y viceversa: lo importante no es tanto cómo se haga la comunicación como tener certeza de que llegue a su destinatario, presumiéndose incluso que le ha llegado si atiende unos requisitos mínimos.

Con tales premisas podemos imaginar la gestión ideal de las Comunidades de Propietarios con los medios que hoy tenemos a nuestro alcance. En primer lugar, como usted dice, es presupuesto de todo ello que tanto la Comunidad como los comuneros tengan una dirección de correo electrónico, lo que prácticamente está extendido entre la generalidad de las jóvenes generaciones pero es muy problemático entre personas mayores, a las que ya es muy difícil incorporar al uso cotidiano de estos nuevos medios. En segundo lugar, recomiendo que la Comunidad contrate su propia página web e incorpore a ella su archivo documental, por lo menos con el libro de actas, de manera que todos los vecinos puedan tener acceso a él a través de la red. También podrán incorporar otros documentos de interés general para los vecinos, tales como el contrato de seguro, la contabilidad actualizada, por supuesto también sus Estatutos, Reglamento, División Horizontal, etc. Incluso puede imponerse un sistema de acceso restringido a través de claves, para no exponer indiscriminadamente ese ámbito de privacidad. En tercer lugar conviene incorporar a los Estatutos el derecho y la obligación de enviar y recibir las comunicaciones a través de ese medio, eliminando así todo factor de incertidumbre.

A partir de ahí se abre un horizonte completamente nuevo, en que las actas de las Juntas, sus citaciones y convocatorias se reciban por correo electrónico; en que cada vecino pueda consultar en tiempo real el estado económico de la Comunidad y su cuenta individual con ella; plantear preguntas y formular peticiones, siempre que no sean muy urgentes, al Presidente o al Administrador; etc. Esto, que nos parece casi de ciencia ficción, es una realidad a nuestro alcance, incluso por debajo del umbral en que se desenvuelven muchas de las actividades cotidianas en nuestro entorno. Y a continuación, siendo un poco más ambiciosos, podemos plantearnos las Juntas de Propietarios virtuales, a las que podremos asistir desde nuestros propios domicilios a través de una webcam, esas cámaras de televisión minúsculas y muy baratas de las que ya nos servimos para otras cosas. Todo esto está ya a nuestro alcance y para aprovecharlo solo tenemos que ser un poco imaginativos, hacer un esfuerzo por salir de las viejas rutinas y quizás recabar la ayuda de esos amigos que dominan estas técnicas con la soltura que a nosotros nos falta. Pero, insisto, es una realidad a nuestro alcance.

Por otra parte, si nos centramos en el horizonte que se abre a los Administradores, las posibilidades son aún mucho mayores porque además de las ventajas antes referidas, de las que ellos serán sus principales beneficiarios, pueden encontrarse con otras aún más importantes: ya hay entre nosotros Administradores que escanean los documentos integrantes de las cuentas comunitarias, los remiten por correo electrónico a capitales sudamericanas en que abunda la mano de obra especializada, de calidad y muy barata, para que un despacho de economistas elabore la contabilidad de la Comunidad, que a continuación devuelve en perfectas condiciones a su original remitente. Es, en definitiva, la aplicación al ámbito de las Comunidades de Propietarios de métodos que están generalizados en tantos otros ámbitos desde hace años. Así que, amigo comunicante, me uno a su recomendación y la transmito públicamente con entusiasmo.



44.  Forma de notificar las convocatorias

• Hemos tenido una Junta de la Comunidad para votar si hacíamos una obra de bastante dinero. Después de que la termináramos nos ha llamado un vecino diciendo que no estaba de acuerdo con lo que se había decidido y que iba a pedir al Juez la nulidad de la Junta porque no le habíamos notificado la convocatoria, lo que no es verdad porque se la habíamos mandado a casa de su hija ya que él no vive en el piso de la Comunidad y a veces vive en esa casa de su hija. Nos gustaría que nos dijera si el vecino tiene razón y debemos repetir la Junta comunicándole bien la convocatoria de la nueva.

Efectivamente, su vecino tiene razón. Dice el art. 9, apartado 1.h, de la Ley de Propiedad Horizontal que el domicilio para recibir citaciones y notificaciones es el que cada vecino comunique al Secretario de la Comunidad, pero que mientras no comunique ninguno se tendrá como domicilio para esos fines el piso o local que el vecino tenga en la Comunidad. Por eso, aunque ustedes han demostrado su buena voluntad al dirigirle la convocatoria al domicilio de su hija, donde pensaban que la iba a recibir, sin embargo han incumplido la Ley porque aunque la convocatoria la haya recibido la hija, no surte el efecto legal. Por consiguiente, es mejor que repitan la convocatoria y la Junta, evitando la impugnación de su vecino, que prosperaría si la plantease correctamente.


45.  Comunero parisino: notificaciones

• En nuestra Comunidad abundan los propietarios extranjeros, uno de los cuales nos ha comunicado su domicilio en París para que le mandemos las notificaciones y citaciones relacionadas con la Comunidad. La verdad es que nos supone un gasto importante y un trastorno evidente, por el tiempo que consume practicar las notificaciones a ese destino que obligará a cursarlas con mayor antelación. ¿Estamos legalmente obligados a atender esa solicitud?

Le contesto de una forma muy sencilla: no están obligados a atender la solicitud de su vecino parisino porque tampoco cuenta con respaldo legal, pues si bien el apartado 1.h) del art. 9 de la Ley de Propiedad Horizontal no solo permite, sino que obliga, a comunicar un domicilio «a efectos de citaciones y notificaciones de toda índole relacionadas con la Comunidad», sin embargo también dice expresamente que tal domicilio tiene que estar «en España», y ese de París es evidente que no lo está. Y el legislador lo dispuso así precisamente para evitar esos problemas que usted refiere, de los que fue consciente como pone de manifiesto la propia norma.


CERTIFICACIONES

46.  Obligación de expedir certificación de estado de cuentas

• En mi Comunidad, para reducir las comisiones bancarias se acordó cobrar los recibos semestralmente, al tratarse de importes pequeños. Voy a vender el piso en el mes de febrero y el Administrador de mi Comunidad no me quiere entregar el certificado si no pago todo el recibo semestral. ¿Tengo derecho a exigirle el certificado?

Supongo que se refiere a que el semestre al que se contrae el recibo cuyo pago se le exige no ha transcurrido completamente y por lo tanto se le pide que pague algún mes o algunos meses por adelantado. Si fuera así no solamente tiene derecho a exigir el certificado sino también a que se le expida aunque no se refiera a todo el período semestral sino a las mensualidades que hubieran vencido hasta el momento en que usted lo pida, pues eso es lo único que le corresponde acreditar a través del certificado. En todo caso, no tiene sentido que el certificado se le niegue, ya que usted no condiciona su redacción y por lo tanto puede confeccionarlo el Administrador como le parezca oportuno, sin perjuicio de que responda de su contenido si no se ajusta a lo debido.


47.  Deudas del propietario anterior

• Compré una vivienda usada y al hacer la escritura, como me corría prisa, no pedí el certificado de que el vendedor estaba al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones con la Comunidad de Propietarios, y ahora mis actuales vecinos me reclaman deudas que él había dejado. A mí no me parece justo, porque yo no tengo que ver con ellas, y por eso he dicho que se las reclamen al otro, pero me han dicho que es más cómodo reclamarme a mí porque yo tengo este piso a mi nombre. ¿Cómo puedo defenderme ante esa reclamación?


Efectivamente, su exceso de confianza va a salirle caro. La Ley de Propiedad Horizontal establece en su art. 9.1.e) un régimen de garantías de los créditos que las Comunidades de Propietarios tienen frente a sus comuneros deudores, articulado a través de un doble mecanismo. En él, la garantía se hace extensible a las cuotas que se hubieran devengado en la anualidad en curso y en todo el año natural anterior, es decir, desde el 1 de enero del año precedente a aquel en que nos encontremos. El primer mecanismo de garantía es un privilegio legal a favor de los créditos que tenga la Comunidad contra el comunero, siempre con el límite temporal anteriormente indicado, de manera que si coinciden diversos acreedores frente a un mismo deudor miembro de una Comunidad de Propietarios, primero cobra la Hacienda Pública, en segundo lugar las compañías aseguradoras en determinados supuestos y los trabajadores por créditos salariales con preferencia reconocida por el Estatuto de los Trabajadores, y en tercer lugar la Comunidad de Propietarios, por delante de todos los demás acreedores, incluso antes que el acreedor hipotecario. El segundo mecanismo de garantía -que tiene más interés para las Comunidades y goza también de mayor aplicación en la práctica como usted ha podido, lamentablemente, constatar- consiste en que, también con esa extensión temporal, el comprador de la vivienda no solo responde personalmente de las deudas que tuviera su vendedor sino que el propio piso (o local) responde también de ese pago, lo que equivale a una hipoteca legal, que cuenta además con el privilegio a que me referí anteriormente.

Precisamente para evitar «sorpresas» como la que usted ha padecido, y también para proteger la seguridad jurídica, ese mismo precepto ordena que en la escritura en que se venda la vivienda (o local) el vendedor deberá declarar que se halla al corriente en el pago de sus obligaciones con la Comunidad o, en otro caso, indicar qué le debe, pero además deberá presentar una certificación firmada por el Secretario y por el Presidente de la Comunidad sobre el estado de deudas que, naturalmente, deberá corresponderse con la declaración anterior. Y a usted le ha ocurrido algo muy frecuente en la práctica, como consecuencia de la precipitación, o de la prisa, que sabemos que es mala consejera: al prescindir de esa certificación y suponer que no había deudas de su vendedor se ha topado con una realidad que va a resultarle costosa y va a obligarle a pagar deudas ajenas. Ahora bien, no se apure mucho porque, en primer lugar, como antes vimos, la deuda tiene ese límite temporal: la que se hubiera generado desde el 1 de enero del año anterior, lo que significa que, como mucho, pagará usted dos años, o veinticuatro mensualidades, de gastos generales; y, en segundo lugar, porque una vez que usted pague puede reclamar al vendedor lo que hubiera pagado, con ciertas posibilidades de éxito. Efectivamente, a la Comunidad le resulta más cómodo reclamarle a usted que al anterior propietario. Pero eso no necesariamente significa que éste sea insolvente puesto que si, como usted dice, acaba de venderle el piso, no es fácil que haya tenido oportunidades suficientes para gastarse todo el precio que usted le pagó, por lo que con un poco de suerte aún llegará a tiempo de librarse del fiasco cobrándole a su vendedor lo que usted haya pagado por él.

Finalmente, me permito formular una recomendación al hilo de esta cuestión, habida cuenta la frecuencia con que ha de elaborarse esa certificación a que antes me referí, cada vez que se transmite una vivienda: el error en que pudiesen incurrir el Secretario y el Presidente al consignar en aquélla la deuda es el supuesto más característico, y más probable, de incursión en responsabilidad que ofrece el ámbito de las Comunidades de Propietarios. Téngase en cuenta que si una persona compra una vivienda confiada en que el anterior propietario no dejó deudas pendientes con la Comunidad porque así lo dice la certificación, si luego ésta es errónea y resulta que sí que dejó deudas, el Secretario y el Presidente también responderán de su error viniendo obligados a pagar, salvo que su equivocación no sea achacable a culpa o negligencia. Por lo tanto, la extraordinaria relevancia que adquieren esas certificaciones obliga a que se elaboren con el máximo cuidado.



48.  Certificado salvador

• Voy a proceder a la venta de mi vivienda y el notario me solicita un certificado de estar al corriente en el pago de los gastos de la Comunidad. Puesto en contacto con el despacho del Administrador, me indican que está de vacaciones durante los próximos 15 días. Intento localizar al Presidente y me dicen sus hijos que también está de vacaciones. Me corre prisa hacer la escritura de compraventa para la próxima semana pero el comprador se niega mientras no presente esa certificación. ¿Pospongo la firma con el perjuicio que me supone, pues necesito urgentemente el dinero del precio para pagar el de la otra casa que me he comprado?

Si le interesa a usted no demorar el otorgamiento de la escritura puede hacerla sin esa certificación adoptando los medios alternativos que voy a decirle. Puesto que el sentido de la certificación estriba en la seguridad del comprador para que no le sorprendan en el futuro deudas con la Comunidad que el vendedor le hubiera ocultado, puede suplirse ese mecanismo de garantía haciendo constar en la escritura que no han podido obtener la certificación y que, no obstante su falta, manifiestan ustedes que el vendedor no tiene pendiente ninguna deuda y que, no obstante lo cual, en garantía de las que pudiera haber conviene dejar una parte del precio en depósito del Notario (y el importe de ese depósito deberán acordarlo calculando una cifra prudente) durante el plazo de un mes dentro del cual comparecerá usted con la certificación de manera que si ésta confirmara su manifestación de que no se debe nada a la Comunidad, podrá usted recobrar el íntegro importe depositado; y si, por el contrario, hubiera alguna deuda, deberá entregarse su importe al comprador devolviéndosele a usted la diferencia respecto de la suma depositada. Con tal medio de garantía no resultará probable que el comprador siga negándose a otorgar la escritura de compraventa, y en un plazo de tiempo tan breve como ese de un mes se disolverán todas las incertidumbres.


RESPONSABILIDAD CIVIL Y SEGURO

49.  Responsabilidad comunitaria por actos de los comuneros

• Vivo en una urbanización cerrada de chalés adosados con un recinto común y cerrado al exterior. Desde el recinto interior cerrado al exterior algún niño de la urbanización con un tirachinas me ha roto la cristalera que da al jardín común. ¿Es responsable la Comunidad del coste de la cristalera?

En absoluto existe esa responsabilidad a cargo de la Comunidad sino solamente a cargo de los padres del niño, ya que son quienes tienen el deber de cuidar de sus actos, que en absoluto alcanza a la Comunidad, que tampoco puede responsabilizarse de las actuaciones individuales de los comuneros, al menos en sus relaciones internas.


50.  Responsabilidad por filtraciones

• Si me lo permite, le planteo un problema de siniestro en mi vivienda y una vez realizado el trabajo con la conformidad de la aseguradora de la Comunidad, no admite la cobertura total del mismo, por un importe total aproximado de 3.000 euros, pasándome a mi cargo aproximadamente el 80% del total de la reparación. El problema es el siguiente: como consecuencia de filtraciones producidas por las tuberías de la calefacción, se produjo una importante filtración en el piso inferior. Viéndose necesarios los servicios de reparación, un albañil y un fontanero se vieron obligados a levantar la solera y picar parte del suelo para localizar los tubos y repararlos. Las tuberías presentaban un aspecto de podredumbre en la mayor parte, y para efectuar la reparación y dejarlo en condiciones tuvieron que reponer esa tubería; y parte del resto para unirla a la conexión general. Como consecuencia de esa reparación se vieron en la necesidad de levantar la solera del cuarto de baño donde se originó el problema y parte de la solera de un baño contiguo. La aseguradora dice que no cubre el pago de la factura porque se hizo más obra de la necesaria y la cláusula de estética no está contemplada en nuestro contrato. Se levantó el suelo que fue necesario para descubrir las tuberías y hacer la reparación, según consideró el fontanero. En ningún momento el perito de la aseguradora apareció por mi domicilio desde un principio que fue avisado para comprobar el estado del siniestro ni siguió los trabajos de reparación, se limitó a indicar por teléfono que se realizase el trabajo y solo apareció al final para ver las tuberías que se habían quitado causantes del siniestro y que dijo se les guardase. La aseguradora dice pasarme a mi cargo aproximadamente el 80% del total de la reparación. En el caso que la aseguradora estuviese exenta de cubrir el total de la reparación, ¿la Comunidad de vecinos tendría que asumir el resto del importe de la reparación?

El relato que usted hace del siniestro justifica su rebeldía ante la respuesta de la aseguradora, que no puede desentenderse de su responsabilidad tal como lo hace. Pero para actuar en sede judicial antes tendrá que poner el asunto en manos de un abogado para que valore críticamente los medios de prueba de que en un juicio podría servirse. Si, como también se deduce del relato que usted hace, el origen de esa avería se encuentra en el deterioro de elementos comunes, la responsabilidad de los daños es imputable a la Comunidad de propietarios, quien tendría por tanto que indemnizarle el coste de la reparación.


51.  Responsabilidad privada sin alcance de la comunitaria

• Se ha quemado la cocina por culpa de la campana extractora, y mi seguro dice que tengo que dar parte al seguro de la Comunidad. El corredor del seguro no quiere darlo: ¿tiene que hacerlo? El tabique de la cocina da con el tabique de otra vivienda, y la fachada esta manchada y los extintores están vacíos, ¿lo tiene que pagar mi seguro, o el de la Comunidad?

Si, como usted dice, el incidente tiene su origen en el mal funcionamiento de su campana extractora no apreciamos responsabilidad alguna a cargo de la Comunidad ni, por tanto, tampoco al de su seguro. Si la fachada se ha manchado por culpa de ese mismo defecto, también le corresponde a usted restaurarla. Pero no entendemos el sentido de sus alusiones finales: ¿a qué extintores se refiere?


52.  Conveniencia de asegurar la responsabilidad civil de las Comunidades

• ¿Es obligatorio hacer un seguro a la Comunidad por si acaso se produce un accidente en los elementos comunes y tenemos que indemnizar a los que resulten perjudicados?

Si bien no existe la obligación de contratar el seguro de responsabilidad civil a que usted se refiere, es prudente hacerlo porque en el ámbito de la Comunidad se extienden riesgos cuya realización puede prevenirse a través de seguros que las empresas aseguradoras han perfilado ofreciendo coberturas específicas. Sin embargo, es importante no dejarse seducir por elevadas cifras de cobertura que luego no tienen ninguna utilidad y suponen un incremento excesivo de la prima, así como entender la cobertura que se contrata, pues la completa disponibilidad que muestran las aseguradoras cuando va a contratarse el seguro no guardan siempre correspondencia con su respuesta cuando se acude a ella con el siniestro para que se haga cargo de sus consecuencias económicas. Al respecto, los responsables comunitarios deberían actuar con el mismo carácter preventivo con que nos preparamos ante eventualidades de otra naturaleza, pidiendo consejo a un experto (que debe ser un abogado) para que asesore sobre la póliza que se pretende contratar, de manera que se adquiera seguridad sobre la completa cobertura que se desea. El poco dinero que puede costar la consulta compensará con creces la evitación de sorpresas con que frecuentemente se encuentran las Comunidades cuando intentan hacer valer su seguro después de que aparezca comprometida su responsabilidad civil tras la producción de un siniestro.


53.  Prima del seguro excesiva

• En las cuentas de la Comunidad aparece una prima del seguro de responsabilidad civil que me parece excesiva, y después de pedir la póliza he comprobado que se han contratado unas indemnizaciones muy elevadas, equivalentes a que se mataran en un mismo accidente los cuatro ocupantes que como máximo puede llevar nuestro ascensor. ¿Puedo oponerme al pago de esa prima al aprobarse las cuentas, por su exceso?

La determinación de las coberturas del seguro de responsabilidad civil de las Comunidades de propietarios corresponde a su Junta de Propietarios, valorando los riesgos que soporta. Verdaderamente la probabilidad de que ocurra un accidente en el funcionamiento del ascensor, y que como consecuencia de él fallezcan todos los ocupantes constituye una posibilidad remota pero no imposible. Por lo tanto, la contratación de un seguro que cubra tal eventualidad no resulta reprobable. Además, si compara la póliza con esa cobertura y otra en que se contemplen consecuencias menores verá que la diferencia de prima no es tan importante y repartida a su vez entre los comuneros deviene insignificante. Por lo tanto, no intente recortar gastos por ahí. Seguramente si analiza las cuentas con detalle encontrará otras partidas a las que sea más pertinente aplicar las tijeras.


54.  Seguro comunitario y seguro particular

• ¿Es obligatorio por ley, que una Comunidad de vecinos, deba tener un seguro de continente de su vivienda? El edificio tiene 25 años. Y en caso de que una mayoría de vecinos deseen tener un seguro de Comunidad, ¿me obliga la ley a incluirme en esa póliza, o puedo tener yo mi propio Seguro?

La respuesta a la primera pregunta es muy sencilla: no. La de la segunda: si la Junta de Propietarios acuerda por mayoría del total de los vecinos en primera convocatoria y por mayoría de los asistentes en segunda, contratar un seguro de la Comunidad todos los vecinos están obligados no sólo a respetar ese acuerdo sino también a sufragar el coste de su prima en función del coeficiente proporcional que les corresponda.


55.  Deterioro de medianería colindante

• Desearía comentarle el siguiente problema y recibir su siempre grato asesoramiento. La Comunidad de vecinos que presido ha realizado reparaciones del tejado en el último año. Resulta que la medianería de la finca colindante que se alza varios pisos por encima de nuestro tejado está en un estado de conservación lamentable: desprendimientos de cascotes, enfoscado muy deteriorado y sin ningún tipo de pintura. Debido a esto se han roto ya tejas y la cabeza de una chimenea. El vecino más directamente afectado ha puesto a dicha Comunidad una denuncia a través de su seguro, y éstos han dejado un fondo en el juzgado pero el vecino no ha podido emprender con ese fondo las obras de reparación. Mis preguntas son: 1) ¿Corresponde a la Comunidad que yo represento realizar dichas reparaciones independientemente del fondo que la Comunidad causante de los daños haya depositado en el Juzgado? 2) Si es así, ¿quién debe realizar la denuncia una vez que los vecinos no atienden las notificaciones para reparar su medianería? 3) ¿Dónde se debe realizar la denuncia, en el Ayuntamiento o en el Juzgado que le corresponda? 4) ¿Podemos pedirle a la Comunidad que causa los daños que emprenda obras urgentes de enfoscado y pintura o tienen la obligación de hacer sólo obras de enfoscado?


La Comunidad que usted preside tiene la obligación de mantener en perfecto estado la cubierta del edificio, de modo que pueda seguir cumpliendo su esencial función protectora, sea cual sea la causa que hubiera propiciado su deterioro. Ahora bien, como esa es imputable al mal estado del edificio colindante, deben ser los propietarios de éste quienes corran con el gasto de esa reparación.

No entiendo qué significa ese fondo que dice usted que han dejado en el Juzgado, iniciativa que carece, tal como la cuenta, del necesario encuadre en nuestro ordenamiento procesal. Pero, con fondo o sin fondo, los propietarios de ese edificio colindante tienen que pagar esos gastos, como antes le indicábamos, y tienen que reparar lo que usted llama su «medianería» de modo que no se reproduzcan esos daños. En el caso de que voluntariamente no se presten a ello, deben ustedes acudir a un abogado que promueva el correspondiente juicio, a través del cual obtendrán seguramente una eficaz solución a su problema.
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